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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador Centro, a las catorce horas con 

cincuenta y un minutos del día veintisiete de enero de dos mil veintiséis. 

Mediante Oficio no. 4170, el Juez 2 del Tribunal Primero Contra el Crimen Organizado de San 

Miguel, departamento del mismo nombre, remitió aviso contra el licenciado 

ex Defensor Público de Ja Procuraduría Auxiliar del distrito de San Miguel, de la Procuraduría General 

de la República (PGR), con la documentación adjunta (ff l al 20). 

Al respecto, este Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

I. El artículo 80 del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental -en lo sucesivo, RLEG­

determina los supuestos que constituyen causales de improcedencia de la denuncia, entre las cuales 

destaca que el hecho denunciado no constituya una transgresión a los deberes o prohibiciones éticos, 

de conformidad con las letras b) de la citada disposición legal. 

Al respecto, el principio de legalidad "[ ... ] impone el actuar riguroso de /a:Administración 

• conforme lo que estipule la ley en cuan lo a la creación del catálogo predeterminado, claro y preciso 

de las infracciones penales y admí11istrativas. Del mismo devienen dos principios que han adquirido 

una clara autonomía en esta sede, el de reserva lega/y de tiplcidad" (Sentencia del 29-IV-2013, Inc. 

18-2008, Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia). 

• 

En ese sentido, «fija Administración Pública, en apego al principio de legalidad, debe actuar 

sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellas actividades que éste le autorice o 

permita. Así lo estatuye el art. 86 de la Constitución [Cn] ( .. .)» [sentencia pronunciada pDr la Sala de 

lo Contencioso Administrativo de· Ja Corte Suprema de Justicia el 25-IV-2022, en el proceso con 

referencia 256-2017]. En consecuencia, «[e]! Tribunal de Ética Gubernamenlal, como institución de 

derecha público y ente rector de la ética pública, se encuentra vinculado por razón del principio de 

legalidad a ceñir sus actuaciones estrictamente a lo preceptuado por la ley de la materia ( .. .)» 

[sentencia pronunciada por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia 

el J 6, Vlll-2021, en el proceso con referencia 115 -20 1 6]. 

Conforme a lo anterior, toda conducta u omisión constitutiva de infracción administrativa debe 

estar descrita con claridad en una norma jurídica; así, la potestad sancionadora de esta institución se 

restringe únicamente a los hechos contrarios a los deberes y prohibiciones éticos regulados en los 

artículos 5, 6 y 7 de la Ley de Ética Gubernamental -en adelante, LEO-; ya que la potestad 

sancionadora de la Administración Pública es un poder que deríva del ordenamiento jurídico, por lo 

que la delimítación de su ámbito de competencia se encuentra establecida eu la ley respectiva; de 

manera que la LEG, como normativa que rige el actuar de este Tribunal, establece la definición 

inequívoca de la materia de deber y prohibición ético y esto es lo que permite a este órgano colegiado 

encajar los hechos planteados a una infracción detem1inada. 

JI. En el presente caso, según oficio no. 4170, el Juez 2 del Tribunal Prímero Contra el Crimen 

Organizado de San Miguel, departamento del mismo nombre, se advierte que en el año dos mil 

veinticuatro, el licenciado ejercía como Defensor Público de la Procuraduría 

Auxiliar de San Miguel, siendo uno de sus defendidos el señor 

procesado en el Tribunal Primero Contra el Crimen Organizado de ese distrito. Ahora, bien, el día uno 
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de noviembre de dos mil veinticuatro, dicho servidor público renunció a su cargo en la PGR, según la 

infonnación proporcionada. 

Además, consta que el día ocho de noviembre de dos mil veinticuatro, el licenciado. 

solicitó al Tribunal antes mencionado que se le nombrara como Defensor Particular del 

señor. 

Mediante resolución de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el Juez 2 del 

Tribunal Primero Contra el Crimen Organizado de San Miguel, tuvo por parte al licenciado Serpas 

Iglesias como Defensor Particular del citado procesado. En ese sentido, el Juez 2 del Tribunal Primero 

contra el Crimen Organizado de San Miguel, remite el aviso por considerar que podría existir una 

posible violación al art. 7 letra a) de la LEG. 

111. El artículo 7 letra a) de la LEG proscribe "Brindar, en fonna personal o a través de 

intcrpósita persona, infonnación, asesoramiento o representar a personas naturales o jurídicas en 

trá1nites, procedin1ientos, procesos o recla111aciones que estuvieron so1netid os a su conocitniento o en 

los cuales intervino directa o indirectamente durante el ejercicio de su función pública y que vayan en 

contra de los intereses legítimos de la institución para la cual laboró"; en ese sentido, Ja nonna ética 

persigue evitar que los ex servidores públicos se aprovechen de la infonnación que conocieron durante 

el desempeño de su función pública, en virtud de posibles relaciones que puedan entablar en el 

siguiente año al cese de su empico o cargo público con personas naturales o jurídicas que estén 

involucradas en procedimientos, procesos o reclamaciones en la institución en la que laboraron; pues 

ello comprometería las reglas sobre la custodia de información restringida y podría también 

menoscabar los intereses legítimos de la institución respectiva. 

Dicha nonna responde a exigencias de carácter internacional. Por un lado, la Convención 

Interamericana contra la Corrupción en su artículo 3 establece que los Estados Parte deben crear, 

mantener y fortalecer normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las 

funciones públicas, las cuales deben estar orientadas -entre otros fines- a prevenir conflictos de 

intereses. 

Por su parte, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, en su artículo 7 

número 4, señala que los Estados Pa11e, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 

interno, procurarán adoptar sistemas destinados a promover la transparencia y a prevenir conflictos de 

intereses. 

En definitiva, lo que el artículo 7 letra a) de la LEG pretende es proscribir que el ex servidor 

público favorezca -ya sea con información, asesoría o representación- una situación que podría 

generar ventajas para un particular -persona natural o jurídica- que participe en un proceso, 

procedimiento o trámite en la institución para la cual aquél laboró y en el cual, a la vez, haya 

intervenido o bien haya conocido, obteniendo de esa manera un beneficio personal. 

En conclusión, desde una perspectiva ética se busca evitar una situación que pueda poner en 

ríesgo la consecución de los objetivos institucionales, al aprovecharse de manera indebida un ex 

servidor público de la infonnación o datos que obtuvo mientras desempeñó el cargo o empico público, 

con el límite temporal antes indicado. 
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I V. En el caso concreto, se remite aviso por cuanto el señor quien 

hasta el día uno de noviembre de dos mil veinticuatro se habría desempeñado como Defensor Público 

de la Procuraduría Auxiliar de San Miguel, mientras ejerció d icho ca rgo interv ino como defensor del 

señor en proceso tram itado en el Tribunal Primero Contra e l Crimen 

Orga nizado de ese distrito ; posteriorment e, una vez renunció a su cargo, espec íficamente e l día ocho 

de noviemb re de ese mismo año, se mostró parte en el mismo proceso, sol ici tando ser nomb rado como 

defenso r particular; lo cual, el info rm an te considera que podría transgred ir e l art. 7 letra a) ele la LEG. 

/\ hora bien, según el contenido normati vo regulado en el art. 7 letra a) de la LEG, desa rro llado 

en el conside rando III de la presente reso luc ión, la natu raleza de d icha norma es prohibir que el ex 

servidor pú blico favo rezca -ya sea con in formación , asesoría o rep resen tación- una si tuac ión que 

pod ría generar ven tajas para un particu lar - persona natura l o jurídica- que participe en 1111 proceso. 

procedimiento o trámite en la institución para la cual aquél lahoró y en el cua l, a la vez, haya 

intervenido o bien haya conoc id o, obteniendo de esa manera un benefic io personal , pues la no rma 

ex ige que la actu ación posterior vaya en co nt ra de los intereses legítimos de dicha institución. 

En ese sentido , al analizar el caso concreto , referente a la interve nción poste rior del señor 

como defensor particu lar del señor en un proceso tram itado en el 

Tribunal Primero Contra e l Crimen Organizado de San Miguel, a qui en prev iamente hab ría defend ido 

también -en un plazo menor al de un ai1o- mientras ejerció e l cargo de defensor público en la 

Procuraduría General de la Repú blica; este Tribunal verifica que la intervención posterior del señor 

no es en la misma institución para la cual se desempeñó anteriormente, por lo que no 

se advierte que dicha acción afecte los intereses legítimos de la Procu raduría Genera l de la Repúb lica. 

En consecuencia, a part ir del análisis del aviso, se conc luye que los hechos no encajan 

típicamente en la prohibición regulada en el art. 7 letra a) de la LEG. 

/\s í pues, este Tribunal se encuentra impedid o de conoce r respecto de los hechos antes 

señalados; por lo cual el aviso deberá decla rarse improcedente. 

Por tanto, en virtud de las considerac iones ex puestas y con base en los artículos 7 letra a), 80 

letra b) del RLEG, este Tribunal RESUELVE: 

Declárase improcedente el aviso remitido por medio de o fic io no. 4 170 , por los hech 

ex puestos en los considerandos 111 y IV ele la presente resolución. 

PRO UNCIADO POR LOS MIEMBROS 
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